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EL DERECHO A LA LIBRE LOCOMOCIÓN FRENTE A LA LABOR DE LA 
POLICÍA DE TRÁNSITO  
 
 
1. Derecho fundamental a la libre locomoción 
 
Desde la prehistoria, los individuos circulaban libremente por cualquier territorio 
de la tierra. En un primer estado evolutivo los primitivos y sus comunidades, 
verdaderas tribus, se trasladaban de un lugar a otro, sin asentarse en un solo 
sitio, en permanentes migraciones permitiendo que los continentes se poblaran. El 
primitivo hizo de la locomoción una necesidad vital que permitió la supervivencia 
de la especie; una vez agotados los recursos de un territorio, la caza, la pesca, y 
los frutos, se hace necesario moverse para buscar otro territorio que le permitiera 
sobrevivir. 
 
Todos los pueblos de la prehistoria (2.000 millones de A.C.) vivieron una primera 
fase de nomadismo. Los cazadores, pescadores y recolectores de frutos, 
necesitaban moverse por supervivencia, convirtiéndose en una migración para no 
morir. Nomadismo que desaparece una vez el hombre aprende a cultivar, a criar 
animales, a fabricar herramientas, a elaborar vestidos; y a construir chozas. La 
agricultura y la ganadería recién surgidas los obligarán a establecerse en un lugar 
determinado, pues habrán descubierto una nueva forma de sobrevivir.   
 
Posteriormente el hombre aprendió a criar y a domesticar animales para el 
consumo, el transporte y la compañía; de esta manera el régimen de vida cambió 
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y el andar nómada y errante se fue transformando en un sedentarismo propicio 
para sobrevivir, lo que dio inicio a la formación de asentamientos, aldeas, villas, 
poblados y finalmente ciudades.   
 
Entonces, la necesidad de moverse ya no era tan importante, el nomadismo dejó 
de ser una necesidad y se convirtió en una opción voluntaria, lo que refleja el 
derecho a la locomoción, a trasladarse de un lugar a otro a voluntad, durante  el 
tiempo y el espacio que el individuo lo estime conveniente, sin detrimento de que 
los demás puedan hacer lo mismo. 
 
Con el pasar de la historia, aldeas, villas y poblados de las épocas antigua y 
medieval, originaron las primeras ciudades con demarcación de límites y fronteras 
territoriales, que unidas a otras, conquistadas con la guerra, se pondrán al mando 
de un gobernante que se hará llamar Monarca o Rey. Surgen así los primeros 
Estados con un gobernante, una corte, un clero y unos nobles armados que 
conforman los primeros ejércitos al servicio del Rey y que juran proteger la 
soberanía del territorio de ese Estado.  
 
La defensa de la soberanía territorial implica regular el movimiento de las 
personas, sobre todo en los límites y fronteras, con lo cual no solo se restringía la 
libre circulación de las personas, sino que se prohibía su paso y se les retenía si 
no justificaban adecuadamente su movilización o si no portaban autorización para 
hacerlo. De allí que cada Estado recién constituido se interesara primordialmente 
en la fijación de los límites y fronteras de su territorio, dictara leyes sobre su 
soberanía territorial y encargara a las fuerzas armadas, legítimamente 
constituidas, su defensa y protección de su integridad. Junto con ello, el Estado 
tuvo que legislar sobre el Derecho Fundamental a la Libre Locomoción, un 
derecho humano que se tenía que garantizar, proteger y hasta regular, pero que 
no se podía prohibir. 
 
En ese sentido, desde la antigüedad y hasta hoy el hombre ha aprendido a 
movilizarse cada vez más eficientemente. El avance de la tecnología y la ciencia 
le permitió al hombre descubrir nuevas formas de movilidad por tierra y aire; 
automóviles,  aviones y otros medios de transporte le permitieron trasladarse de 
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un lugar a otro. El hombre ha ensanchado las fronteras del mundo y su ansiedad 
por moverse, desde la tierra hasta el espacio y otros planetas, no conoce límites. 
Con ello, el derecho a la locomoción, a moverse libremente, se transformó en un 
derecho humano universal que reclaman para sí no solo los individuos sino los 
Estados.  
 
Por otra parte, no conviene tener un carro por necesidad, por gusto, o por símbolo 
de estatus. Hay que saber conducirlo y hacerlo eficientemente, lo que exige una 
competencia para la que se debe tener una preparación eficiente. Allí es donde 
entra el Estado a legislar sobre normas viales y requisitos para conducir y obtener 
una licencia para hacerlo, regulando así el derecho a la locomoción.  
 
Es evidente que la conducción de un vehículo motorizado de transporte, desde 
una moto hasta un avión, requiere de una pericia que necesita aprenderse, 
además de que es una actividad que encarna un riesgo para la vida y los bienes 
de otras personas, si el que conduce es un inexperto. 
 
Se requiere entonces de una regulación tanto como para los conductores como 
para los usuarios de los medios de transporte motorizado, pues el uso inadecuado 
de estos puede producir daños y lesiones que pueden generar responsabilidades 
penales y civiles a terceras personas. La necesidad de que exista una regulación, 
es desde ya una limitación al derecho de libre locomoción, que se justifica por la 
protección de los derechos a las demás personas que puedan ser afectadas por 





Con respecto a lo antes planteado, las normas nacionales e internacionales 
acerca del derecho de la libre circulación tienen sus fundamentos legales y 
constitucionales en la Constitución Política de Colombia, como también pactos y 







1.1.1 Nacional  
 
La movilidad al interior del territorio nacional se encuentra fundamentada  en la 
Constitución Política de Colombia, primera norma que rige a todo ciudadano 
nacional o extranjero, que en su artículo 24 consagra que “todo Colombiano, con 
las limitaciones que establezca la ley, tienen derecho a circular libremente por el 
territorio nacional, a entrar y salir de el, y a permanecer y residenciarse en 
Colombia”. 
 
Por lo tanto, el gobierno confiere poder a  la Policía Nacional, a través del  
Decreto 1355 de 1970, al  otorgarle facultades que le permiten reglamentar el 
derecho la movilidad, amparándose en la Constitución y la ley. En sus artículos 98 
y 99, el Decreto 1355, no sólo protege la libertad de locomoción y circulación de 
vehículos y personas, sino que también limita el ejercicio de la movilidad al 
referirse al  tránsito terrestre de vehículos y peatones. Con el Código Nacional de 
Tránsito Terrestre concedido por el congreso de la republica con la Ley 769 de 
2002, el gobierno regula la circulación de peatones, pasajeros, conductores y 
demás usuarios que utilizan las vías como forma de circulación y garantía a la 
libre locomoción. Este Código es la mayor herramienta para el desarrollo de la 
labor que ejerce la Policía de Tránsito en el territorio nacional.  
 
En cuanto a la libre locomoción, el Código Nacional de Tránsito tiene dos 
aspectos fundamentales: A) Es un límite a este derecho, restringiendo el 
transporte  a unas razones específicas que no pueden ser vulneradas y B) Se 
constituye en un instrumento necesario para la organización de la circulación 
automotriz, y para el ordenamiento de la libre locomoción. Como se ve, si bien 
establece límites y restricciones al derecho a la libre locomoción, su fundamento 
es el ordenamiento y  la organización del tránsito en procura del interés general 
de la preservación de la vida y los bienes de las personas que podrían ponerse en 




Se tiene entonces que, si bien la normatividad del Código Nacional de Tránsito  
limita o restringe la potestad particular de circular libremente, protege los intereses 
generales superiores de la comunidad, sin eliminar o cancelar el derecho a la libre 
locomoción. Illera Santos, María de Jesús Guardela Contreras y Luis Magín 
(2010) presentan que la libre locomoción como norma policiva no se trata de un 
derecho absoluto, sino que tiene que atender a las restricciones de la ley, y en 
consecuencia debe ser respetado y remitido mientras no hayan motivos legales, 
ni se encuentre orden legal de por medio.1 
 
Como se ve, si bien el derecho de libre locomoción  es regulado y restringido, hay 
una causa mayor, la del interés general que asegura una sana convivencia y la 
protección de otros de otros derechos fundamentales como lo son el de la salud y 
la vida, en el caso de la prevención de los accidentes de tránsito; aquí la 
regulación de la libre locomoción salvaguarda un bien mayor, conforme a la 
expresión de que “un derecho termina donde empieza los de los demás”, todo 
enmarcado en el principio básico de la ley que hace prevalecer el interés común 
sobre el interés particular. En algunas ocasiones el derecho de la libre locomoción 
se ve restringido y regulado para una sana convivencia y para la protección de 
otro derecho fundamental; es el caso de autoridad policial que cierra una vía de 
circulación por peligro de desprendimiento de tierra que puede ocasionar graves 
lesiones e incluso la muerte a un ciudadano.  
 
 
1.1.2 Internacional  
 
En virtud de los Tratados internacionales, acordados por Colombia con otros 
países, y  ratificados por el Congreso, se tiene que el Derecho a  la Libre 
Locomoción, conocido también como Libertad de Circulación,  se encuentra 
consagrado y protegido por el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; el artículo 8 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre; los artículos 12 y 13 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, entre otros. 
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Al respecto conviene decir que, la  Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y el  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual en su 
artículo 12  afirma que la libre circulación y movilización y los derechos que con el 
se relacionan, "no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen 
previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 
público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y 
sean compatibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto". 
 
En general, todos estos pactos, tratados y convenios en la materia tienen como 
finalidad garantizar la libertad de locomoción o la libre circulación de las personas, 
permitiéndoles salir o entrar a este país y el país objeto del tratado, sin más 





Se constituye como fase importante de conocimiento y estudio de las normas 
internacionales que protegen y garantizan los Derechos Humanos en cada una 
uno de los Estados.  La garantía  a los derechos fundamentales, trae diferentes 
determinaciones por la Corte Internacional de Justicia que incluye reglas y 
solución de controversias, produciendo amplia jurisprudencia a nivel internacional. 
 
De acuerdo a lo anterior, las sentencias internacionales que emita la Corte 
Internacional, deben ser acatadas y cumplidas por los Estados partes y mas aun 
en los casos de conflictos.  
 
1.2.1 Nacional  
 
Los Estados tienen la obligación de combatir la violación o el incumplimiento a los 
derechos fundamentales del hombre. En el caso del derecho a la libre 
locomoción, la Corte Constitucional de Colombia resuelve que los cambios o 
reformas en protección y garantía de circular libremente que tiene todo ciudadano 




En relación a lo antes planteado y de acuerdo a la jurisprudencia, es pertinente 
dar un ejemplo relacionado con la libertad de circulación. Se ha sostenido que el 
cierre de una calle afecta la libre locomoción porque impide a las personas 
transitar en espacios que, por su carácter público, deben ser accesibles a todos 
los miembros de la colectividad en iguales condiciones: este cierre puede ser 
demandado como ocupación indebida de un espacio público a la vez que impide 
el ejercicio del derecho a la libre locomoción, situación que se encuentra definida 
en la Sentencia N° T-518/92 de la Corte Constitucional que en el numeral 
segundo de las consideraciones afirma que  “las vías públicas no podrán ser 
objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean 
necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los 
demás derechos reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos".   
 
Otro ejemplo de jurisprudencia en la materia se encuentra en la Sentencia SU-
257/97 de la Corte Constitucional, que afirma que “La libre locomoción no puede 
ser obstruida por la autoridad pública sino en los casos y bajo las circunstancias 
que el ordenamiento constitucional y los tratados internacionales sobre derechos 
humanos autorizan”, este pronunciamiento es interesante porque analiza las 
extralimitaciones en que pueden incurrir la fuerzas militares y los cuerpos 
armados del Estado.  
 
En ese mismo orden, las restricciones vehiculares que por situaciones objetivas y 
justificadas se presentan en algunas vías del país, en las que la Fuerza Pública 
prohíbe el paso y el acceso en por determinadas carreteras para proteger el 
derecho a la vida, aunque se restringe la libertad de circulación y locomoción, se 
actúa de acuerdo a los criterios de necesidad, y se sacrifica un interés menor por 
otro superior. 
 
Un tercer ejemplo de restricciones al derecho de movilización y circulación es el 
de los planes de retorno en los días festivos, o los planes que realizan las fuerzas 
militares para reducir los índices de violencia en las carreteras, los secuestros 
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políticos y extorsivos, la piratería y el hurto a pasajeros. En estos casos se  
detiene la marcha de los vehículos, se solicitan documentos y  se realizan 
registros físicos; todo en desarrollo de un plan de seguridad vial nacional como lo 
indica la Sentencia C-885/10 de la Corte Constitucional. 
 
Con estos ejemplos queda claro que el derecho a la libre circulación y locomoción 
no es un derecho absoluto y que las autoridades y la misma ley prevén los casos 
en que pueden restringirse, siempre por un bien superior como es la protección de 
la vida y la integridad de las personas, entre ellas el fin primario de evitar los 
accidentes de tránsito que son una de las principales causas de muerte y lesiones 
personales en el país.  
 
Por consiguiente, el Estado Colombiano, además de regular la circulación por las 
carreteras, garantizando la vida y la integridad de las personas y la disminución 
de los riesgos en las vías, debe regular el transporte público y privado  y 
garantizar que las personas puedan desplazarse con condiciones suficientes 
condiciones de seguridad, tal como lo señala la Sentencia C-885 de 2010, antes 
mencionada. 
 
Un caso aparte, que merece una especial mención, es el de transporte en 
motocicletas que ha alcanzado un auge inesperado e imprevisible para las 
autoridades de transporte. Las motocicletas, son un medio de transporte personal 
de alto riesgo, sin contar que ahora se le ha convertido en vehículo de carga y de 
pasajeros. Si bien es cierto que es un medio legítimo de transporte, no es cierto 
que las libertades que se conceden a su uso poniendo en riesgo la vida de sus 
propios conductores y pasajeros, hagan parte de la libertad de circulación y 
locomoción que protege la ley. Su uso debe reglamentarse, y la autoridad puede 
regular, limitar y restringir su movilidad a fin de que se cumplan  las normas de 
tránsito. 
 
Sin embargo, para que exista una violación al derecho fundamental de la 
locomoción respecto del libre tránsito por las vías públicas, según Sentencia T-
595/02 de la Corte Constitucional,  tienen que darse las siguientes condiciones: A) 
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Que se trate de una vía pública, B) Que efectivamente se prive a las personas del 
libre tránsito, y C) Que se lesione el principio de interés general. 
 
Para terminar este apartado sobre la jurisprudencia nacional del derecho a la libre 
circulación y locomoción,  debe advertirse que a pesar de que son muchas las 
actuaciones que limitan este derecho, todas se deben amparar en normas 
establecidas por la ley y buscan como fin último el bienestar del ciudadano. Las 
diferentes actuaciones de la Fuerza Pública en este sentido tienen el propósito de 
proteger y garantizar los derechos fundamentales del hombre, en consecuencia 
es primordial  el derecho a la vida el cual prevalece por encima de los demás 





Una vez analizado el tema de la jurisprudencia nacional sobre la libre circulación y 
locomoción, debe examinarse la jurisprudencia internacional sobre el tema, 
teniendo en cuenta que Colombia ha suscrito numerosos convenios en la materia, 
no sólo para garantizar y proteger los Derechos de la libertad de circulación y 
locomoción, sino para evitar su violación. 
 
En este mismo orden de ideas, y con un claro ejemplo de hechos ocurridos en el 
Estado de Paraguay la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la 
Sentencia de 31 de agosto del 2004, impone restricciones para salir del país al 
señor Ricardo Canese, lo que puede convertirse en una limitación a la libertad de 
circulación; a no ser que tal medida sea necesaria ante el riesgo de lesionar otros 
derechos o garantías jurídicas. De esta manera se restringe la locomoción por 
garantizar otro derecho fundamental, pero esta fue levantada solamente en 
circunstancias excepcionales y de manera inconsistente. En este caso la Corte 
declara que el Estado violó el derecho de circulación consagrado en el artículo 22 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y dispone el pago de 





Un ejemplo final de jurisprudencia internacional aplicada al derecho de 
circulación, es una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
del 27 de noviembre del 2008, conocida como el caso Valle Jaramillo y otros Vs. 
Colombia, en el que unas personas fueron conminadas por las autoridades a 
cambiar de residencia primero, y a salir del país después. En la demanda 
alegaron  “violación del derecho de circulación y de residencia del señor Carlos 
Fernando Jaramillo Correa y su familia, ya que se vieron obligados a desplazarse 
dentro de Colombia y posteriormente a exiliarse en otro país”. En este caso es 
evidente la restricción a la libre circulación a que fue sometida la familia Valle 
Jaramillo por grupos al margen de la ley, como también la restricción por parte de 
las autoridades, con el fin de proteger y preservar el derecho a la vida. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos reconoce la responsabilidad del Estado 
colombiano respecto a la afectación del derecho de circulación y de residencia, 
declara ese Estado responsable de la violación de este derecho, condenándolo al 
pago de una cantidad establecida por el concepto de daño material, daño 
inmaterial y reintegro de costas y gastos; realizar un acto público de 
reconocimiento de su responsabilidad internacional en la Universidad de 
Antioquia; colocar una placa en memoria de Jesús María Valle Jaramillo en el 
Palacio de Justicia del Departamento de Antioquia; brindar gratuitamente y de 
forma inmediata, a través de sus instituciones de salud especializadas, el 
tratamiento psicológico y psiquiátrico, entre otras obligaciones. 
 
 
2. Dirección de Tránsito y Transporte 
 
Hasta ahora se ha analizado el aspecto normativo y jurisprudencial del derecho a 
libre locomoción, pero es importante revisar la forma operativa de este derecho, 
aspecto que en el Estado Colombiano se concreta por medio de la Policía 
Nacional en la especialidad de Tránsito y Transporte en todo el territorio nacional.    
 
En primer lugar, es importante conocer que la Policía Nacional de Colombia en la 
estructura orgánica interna determina las funciones de la Dirección de Tránsito y 
Transporte suscritas en la resolución 02052 del 15 de Junio del 2007, artículo 1, 
así:  “La Dirección de Tránsito y Transporte es una unidad de la Policía Nacional 
12 
 
que tiene como función contribuir con la movilidad y la seguridad de los usuarios 
de las vías y su infraestructura, mediante la optimización del servicio de la policía 
en la prevención de la accidentalidad y la reducción de los delitos y 
contravenciones en el transporte multimodal, orientado a garantizar el 
cumplimiento de la normativa, propiciar la conciencia colectiva de solidaridad, 
autorregulación y disciplina social.” 
 
De hecho la Policía de Tránsito está orientada a garantizar la movilidad en las 
vías, a implementar estrategias de seguridad y control, y a asumir la 
responsabilidad de las órdenes emitidas en coordinación con las políticas de 
seguridad del gobierno, como lo son garantizar la movilidad por todo el territorio 
nacional.  
 
Por ello, a continuación se realiza un breve recuento histórico del papel de la 
policía en la seguridad de las vías del país y en la protección del derecho a la libre 
circulación.  
 
Hubo un momento ya superado de la historia reciente del país en el que los 
grupos al margen de la ley como las FARC, violaban el derecho a la libre 
circulación y  locomoción colocando retenes ilegales, obligando a los usuarios a 
detenerse, incinerando vehículos, y secuestrando y asesinando personas. Con 
estos hechos violentos, además de violar el derecho a la libre circulación y 
locomoción, atentar contra la libertad y la vida de las  personas, se afecta la 
economía del país pues paraliza el transporte de carga y pasajeros y el turismo 
entre regiones propiciando el encarecimiento del costo de los productos, y por 
consiguiente, elevando el costo de vida.  
 
Cuando los grupos subversivos desarrollaban acciones terroristas sobre las vías, 
se cometían múltiples violaciones contra los derechos humanos, además de la 
libre locomoción; algunos de esos  delitos como los homicidios y los secuestros, 
resaltaban más que otros por el impacto que producían en la sociedad y la 
economía del país. Otros como la piratería, la colocación de explosivos y minas y  
la   incineración de vehículos, sin ser menos graves, no recibían tanta publicidad 




Para la década de los años 90 era tan evidente la crisis social y política que 
afectaba al país que la movilidad y el transporte se redujo a un 20% del flujo 
vehicular, como consecuencia de la falta de seguridad en las vías; por lo cual el  
gobierno nacional fortaleció e incrementó la Policía de Carreteras, no sólo en 
materia de personal, medios  e infraestructura sino en presupuesto,  con el único 
fin de recuperar el derecho a la libre circulación y locomoción en todas las vías del 
territorio nacional. Ya para el año 2002, el 85% de las vías nacionales tenían 
presencia de policía, el 13% las cubría el ejército y el 2% la armada nacional. 
Para esa misma época, existían lugares en los que nunca el Estado había hecho 
presencia y que, por  supuesto,  la guerrilla había ocupado su lugar 
convirtiéndolos en sus dominios.  
 
Con la decisión del gobierno de aumentar el recurso humano de la policía de 
carreteras, el mejoramiento y aplicación de modernas tecnologías para monitorear 
las vías, se da inicio a una política consistente de recuperación de movilidad en el 
país. Fortalecido el presupuesto de la policía de carreteras con casi 8.000 
millones de pesos periodo provenientes de los recaudos de peajes, entre los años 
2002 y 2007, este cuerpo crea los grupos de Reacción Inmediata (UNIR), 
verdaderos escuadrones motorizados que ejercen un control permanente en las 
zonas de mayor influencia subversiva, mejorando la capacidad de reacción y 
respuesta ante las amenazas de posibles retenes ilegales, a la vez que se crean  
unidades judiciales, y las conocidas redes de apoyo ciudadano y cooperantes. 
 
Los resultados un año después del inicio de la política de seguridad, fueron 
favorables y el aumento de la movilidad sobre las vías aumentó el 6% en el año 





Fuente: Datos estadísticos movilidad Policía de Carreteras 2007 
 
 
Con la ampliación de la fuerza pública, estos delitos fueron disminuyendo de 
manera significativa, devolviéndole la credibilidad a unas políticas de Estado  que  
se preocupaban más por el respeto de los derechos humanos. Para el período del 
2002 al 2007 se produjo una disminución considerable de los retenes y “las 
pescas milagrosas”, restableciéndose paulatinamente la libertad de circulación, 
con lo cual el país recupera su buena imagen para el turismo y la inversión 
nacional y extranjera, como se muestra en el siguiente cuadro: 
 
 
Fuente: Datos estadísticos movilidad Policía de Carreteras 2007 
 
Para el periodo 2002 – 2007, la Policía de Carreteras se consolida como uno de 
los grupos de mayor importancia para la institución de la Policía Nacional; su 
presencia en la vía y su función de velar porque el ciudadano pueda circular 
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DISMINUCION DE RETENES ILEGALES 
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preservando la seguridad en las vías, para lo cual realiza campañas de 
concientización y pedagogía en la aplicación del Código Nacional de Tránsito. 
 
Sin embargo, la evolución de la Policía Nacional no se detiene. En noviembre del 
2006 se establece el Decreto 4222  “por el cual se modifica la estructura del 
Ministerio de Defensa y se crea la Dirección de Tránsito y Transporte de la Policía 
Nacional”  definiendo su misión y asignándole funciones. Entre los procesos 
misionales se halla el de la movilidad, cuyo objetivo es garantizar y contribuir a la 
libre movilidad en la red nacional de vías nacional y brindar seguridad al 
transporte multimodal, todo orientado hacia el cumplimiento del artículo 24 de la 
Constitución Nacional.  
 
Una vez creada Dirección Nacional de Tránsito y Transporte con la Resolución N° 
02002 del 2010, la percepción de seguridad y el incremento de la movilidad en las 
vías de Colombia supera el 61 % de movilidad en la ultima década, hasta que en 
el año 2011 se consigue el más alto volumen de movilidad con más de 200 
millones de vehículos circulando. Desterrado el temor a salir por los ataques 
guerrilleros, los retenes ilegales, los explosivos, entre otros problemas, los 
vehículos y los viajeros vuelven a las carreteras por la seguridad en las vías.  
 
Otra de las acciones que atentan contra la libre circulación es la piratería terrestre 
(detención de los vehículos, desvíos, hurto de carga y pertenencias de los 
pasajeros y conductores) realizadas por bandas criminales y grupos al margen de 
la ley. Una vez la policía recibe y pone en práctica las directrices correctas, 
empiezan a verse los resultados. Mientras que en el año 2000 se producían  
3.260  casos relacionados con la seguridad vial, para el año 2011 de presentaron 
sólo 400 casos, con una con una reducción porcentual de casi el 26% anual, de 
tal manera que para el año 2011 se presentaron sólo 400.2 La meta para el 2012 
es reducir en 100% los casos de piratería terrestre y lograr que la circulación y la 
locomoción no sea objeto de ataques por subversivos y bandas criminales.  
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Finalmente, vale agregar que la Dirección de Tránsito y Transporte cuenta en la  
actualidad con 7984 efectivos y dentro de su misión de proteger el derecho a la 
libre circulación y locomoción, va implícita también la misión de velar por la 
seguridad de las personas, por sus vidas y sus bienes, tal y como lo consagra el 
artículo 7 de la Ley 769 del 2012, logro que ha conseguido la reducción de las 
cifras de secuestro en la década que va del 2002 al 2012, como se observa en el 
siguiente cuadro: 
 
       Fuente: Datos estadísticos Dirección de Transito y Transporte 2012 
 
 
     Fuente: Datos estadísticos Dirección de Transito y Transporte 2012 
 
 
3. Violaciones y restricciones a la libre locomoción 
 
Como ya se indicó en el numeral anterior, la función primordial de la Policía 
Nacional está dirigida al mantenimiento de las condiciones necesarias para el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas  y asegurar que los habitantes de 
Colombia convivan en paz, así lo consagra el artículo 218 de la Constitución 
Política de Colombia.   
 
Por esta razón, la misión principal de la Policía de Tránsito y Transporte es 
proteger y garantizar el derecho a la libre circulación y locomoción consagrado por 
la Constitución. Entonces, para el cumplimiento de la misión, los hombres y 
mujeres que hacen parte de la Policía de Tránsito, custodian las 24 horas del día 














nacional. De esta forma garantizan la seguridad en cumplimiento del derecho a 
libre locomoción; no obstante que en algunas ocasiones se hace necesario 
restringirlo y limitarlo en los casos previstos por la ley como en el caso de las 
actuaciones por infracciones a las normas de tránsito, las cuales representan 
riesgo de accidentalidad y daño a terceros. 
 
De igual forma, uno de los casos más notables de restricciones es el llamado 
“pico y placa” por el cual los vehículos pueden circular en determinados días y a 
determinadas horas, respondiendo a las necesidades de regular el  flujo vehicular 
de las grandes ciudades del país. En la ponencia para buscar la aprobación de 
esta medida, la Senadora Olga Lucía Suárez defendió la medida, al sostener que 
“si bien es una restricción al uso vehicular, se dan alternativas para circular en 
otros medios de transporte en la ciudad; además la medida pretende mejorar la 
calidad de vida del ciudadano y descongestionar la movilidad”.  
  
Otro caso de restricción a la  libre locomoción por la autoridad de tránsito, es en la 
detención de personas cuando  transitan portando armas de fuego sin el 
respectivo salvoconducto, o que transportan estupefacientes o artículos ilegales, 
conductas tipificadas como delitos y penalizados por la ley Colombiana. 
 
Estos procedimientos que implican detención siguiendo los conductos legales, se 
encuentran amparados por el artículo 28 de la Constitución Política  que “exige 
que la privación de la libertad se disponga por una autoridad judicial, y se 
establezca un tiempo determinado para la privación de la libertad”. La captura, 
aunque es una limitación a la libertad de circulación,  tiene dos condicionantes: 
que exista un mandamiento escrito de autoridad competente y que haya sido en, 
flagrancia. La primera condición, se realiza en cumplimiento a las órdenes 
impartidas por fiscalías, juzgados y demás entes judiciales; la segunda, se refiere 
a las capturas realizadas en el mismo instante de cometerse el hecho punible.  
 
Por otra parte, la inmovilización de un vehículo consiste en la suspensión 
temporal de la circulación (Resolución 003027 del 26 de julio de 2010 de  
conformidad en la Ley 1383 de 2010), y no de la persona. La inmovilización del 
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vehículo ocurre por algunas infracciones que comportan la posibilidad de daño a 
terceros, como:  
 
 Conducir en estado de embriaguez 
 Transitar sin casco de protección  
 Transitar en contravía 
 No portar seguro obligatorio 
 Cruzar un semáforo con luz roja 
 Cruzar  a través de un separado de la calzada 
 No asegurar la carga de un vehículo 
 No llevar la licencia de conducir o portarla vencida 
 
Las personas que alegan violación del derecho a la libre locomoción, no tienen en 
cuenta que detrás de la sanción hay un interés general que obliga a sacarlo de 
circulación, aunque siempre habrá otro medio de circular libremente sin vulnerar 
la normatividad del tránsito. Aplicada la sanción establecida por la ley, el individuo 
tiene el derecho legítimo de elegir su forma, medio y lugar de locomoción, siempre 
y cuando exista una norma de circulación que lo permita. La autoridad que se 
niegue a que una persona escoja otro medio de transporte para su circulación, 
actúa en una violación al derecho de la libre locomoción. 
 
Sin embargo, en algunas ocasiones se le niega el derecho de escoger la vía y el 
medio de circulación al usuario como cuando el ciudadano conduce en estado de 
embriaguez y sin acompañante. En este caso se realiza el procedimiento de 
inmovilización porque prevalece la vida e integridad del individuo; se le valora 
medicamente en un centro de salud, se notifica a un familiar, y en ocasiones se le 
debe acompañar hasta el hogar; igualmente, no se le permite transitar sin 
acompañante por una vía abierta al público, limitando su libre circulación para 
proteger la vida e integridad de las demás personas, y la suya propia.  
 
La circulación también puede verse limitada en el caso de cierres parciales o 
totales de vías, con el único fin de proteger a la comunidad de posibles 
calamidades como derrumbes por desastres naturales, deslizamientos de 
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bancadas, por ocurrencia de accidentes de tránsito, mantenimiento de las vías, y 
las demás previstas por la ley. 
 
Cuando la circulación se restringe, se limita el uso de un vehículo o el paso por 
una vía, pero en ningún caso se limita la libertad personal, ya que el ciudadano 
tiene derecho escoger otro medio o vía para circular, sin poner en riesgo la vida o 
integridad personal a no ser que se limite su libertad por la ocurrencia de un 
hecho punible estipulado por la ley, en cuyo es una detención mediada por una 





Los individuos de la prehistoria, se trasladaban de un lugar a otro en busca de 
alimentos sin asentarse en un solo sitio, ya que necesitaba migrar para sobrevivir; 
generando la circulación de las personas libremente por cualquier territorio. 
Dentro de las actividades de estas comunidades se encontraba la caza, la pesca 
y la recolección de frutos, tareas que eran fundamentales para la existencia 
humana, y para ello era necesario cambiar de territorio constantemente. 
 
Cuando el hombre primitivo aprendió la ganadería y la agricultura, se estableció 
en un territorio al cual se le llamó asentamiento, aldea, poblado o ciudad. A partir 
de entonces, el nomadismo dejó de ser una necesidad y se convirtió en una 
opción voluntaria, donde se refleja el derecho a la locomoción. 
   
En ese sentido, la necesidad de movilizarse le dio al hombre nuevas ideas para 
trasladarse de un lugar a otro. La tecnología le permitió inventar el automóvil 
como medio de transporte; posteriormente el uso del aire con aviones fue 
mejorando la calidad de vida del ciudadano. Con un medio de transporte tan 
sofisticado, los gobernantes vieron la necesidad de controlar el uso de los 
vehículos, ya que una mala manipulación representaba riesgo para la vida del 




Por tanto, en Colombia la Constitución Política en el artículo 24 consagra el 
derecho a circular libremente por todo el territorio nacional; de esta manera le 
brinda al ciudadano la garantía de movilizarse libremente. Pero, reglamenta la 
movilidad con Ley 769 del 2002, por la cual se crea el nuevo Código Nacional de 
Tránsito.    
   
Del mismo modo,  el cumplimiento de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos por parte del gobierno de Colombia, le permite al ciudadano toda 
garantía y protección de la libre circulación en el territorio nacional. La importancia 
de brindar garantía y cumplimiento a los derechos del hombre, el gobierno 
suscribe convenios y tratados internacionales como: el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
el Protocolo N° 4 al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, garantizando de esta forma que todo ciudadano 
Colombiano y extranjero que se encuentre de manera legal, le sea respetado el 
derecho a la libre locomoción. 
 
Se evidencia la importancia de la movilidad dentro de los derechos fundamentales 
del hombre, consagrados para el cumplimiento dentro de los Estados. Cabe 
concluir que en jurisprudencia la libre locomoción se encuentra en diferentes 
sentencias, como la SU-2577/97 de la Corte Constitucional, que afirman que la 
locomoción no puede ser obstruida por la autoridad pública sino en los casos y 
bajo las circunstancias que el ordenamiento constitucional y los tratados 
internacionales sobre derechos humanos autorizan. Otras sentencias de este 
mismo tribunal, permiten afirmar la importancia de la libre locomoción para el 
ciudadano, como también el por que se puede restringir y limitar.    
 
Por otra parte, y como garantía al cumplimiento del derecho a la libre locomoción, 
la Policía tiene como misión proteger a los habitantes del territorio colombiano en 
su libertad y en los derechos que de ésta se derivan,  en el marco jurídico de la  
Constitución Nacional,  las leyes, los tratados, las convenciones y los pactos  




Además, la Policía Nacional en la especialidad de Tránsito y Transporte tiene 
como misión vigilar y custodiar las vías nacionales y  su principal función es hacer 
el artículo 24 de la Constitución política de Colombia atinente al derecho  a  la 
libre circulación y locomoción, salvaguardando la protección de los demás 
derechos fundamentales del ciudadano. 
 
La actuación de la Policía de Tránsito tiene como fundamento la Ley 769 del 
2002, por la cual se dictan las normas de tránsito en el territorio Colombiano, que 
consagra que, como autoridad que es, debe brindar seguridad, movilidad y 
tranquilidad a todos los usuarios de las vías nacionales, urbanas y rurales del 
territorio Colombiano.  
 
La policía de tránsito debe generar una cultura de respeto por las normas de 
tránsito en el ciudadano, con el fin de prevenir y evitar hechos de accidentalidad 
que tengan como consecuencias daños, muertes o lesiones. 
 
Además, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras 
garantizando la libertad en el ejercicio del derecho a la circulación y locomoción, y 
la Policía de Tránsito y Transporte es la entidad encargado de salvaguardarlo.   
 
Por otra parte las limitaciones y restricciones a la libre circulación y locomoción 
deben ajustarse a la ley, a una norma, o a una situación razonable, como cuando 
se prohíbe  la circulación de vehículos de carga, con el único fin de garantizar la 
movilidad de vehículos particulares y públicos de pasajeros en ciertas épocas del 
año. 
 
Las limitaciones y restricciones a la locomoción, la circulación y el transporte, sólo 
se justifican si se toman como medidas de seguridad y protección de la vida, la 
integridad y los bienes de las personas.  
 
Por último, el derecho a la libre locomoción es la garantía que tiene todo 
ciudadano para trasladarse de un lugar a otro sin restricciones, salvo las que 
establezca la  ley o las que la autoridad imponga para proteger otros derechos 
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